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Providencia:                              
Sentencia de 9 de noviembre de 2016

Radicación Nro.


66001-31-05-001-2014-00300-01

Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


Fabio Andrés Rojas Aguirre

Demandados:


Comfamiliar Risaralda y otro

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
              Juzgado Primero Laboral del Circuito

Tema: Las Cajas de Compensación Familiar. Disponen los artículos 39 y siguientes de la ley 21 de 1982 que las Cajas de Compensación Familiar son personas jurídicas de derecho privado, sin ánimo de lucro, las cuales estarán organizadas como corporaciones conforme a lo estipulado en el Código Civil, con el fin de cumplir, entre otras, funciones de seguridad social.

Ahora bien, el artículo 16 de la ley 789 de 2002, adicionó las funciones contempladas en el artículo 41 de la ley 21 de 1982 y además, le permitió a estas entidades de derecho privado que las actividades relacionadas con sus servicios, entre ellas las de seguridad social, fueran ejecutadas directamente o mediante alianzas estratégicas con otras cajas de compensación o a través de entidades especializadas públicas o privadas.

En ese mismo sentido, es claro el inciso 2º del numeral 2º de la referenciada norma, el cual indica que las Cajas de Compensación Familiar están habilitadas para prestar servicios de salud y en general para desarrollar todas las actividades relacionadas con dicho campo, bien sea de manera individual y/o conjunta, siendo ello opcional para la caja.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUENOS DÍAS

Hoy, nueve de noviembre de dos mil dieciséis, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor FABIO ANDRÉS ROJAS AGUIRRE en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 28 de julio de 2015, dentro del proceso que le promueve a la ASOCIACION PROFESIONALES DE LA SALUD –APROSALUD- y a la CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR DE RISARALDA –COMFAMILIAR RISARALDA-, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00300-01. 

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Fabio Andrés Rojas Aguirre declare entre él y Comfamiliar Risaralda existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1º de julio de 2011 y el 30 de junio de 2012, en el que la Asociación de Profesionales de la Salud –Aprosalud- actuó como simple intermediaria, siendo solidariamente responsable en los términos del artículo 34 del C.S.T. Con base en ello aspira que se condene a las entidades accionadas a reconocer y pagar las cesantías y sus intereses, primas de servicios, compensación por vacaciones, el trabajo suplementario, las sanciones moratorias de los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990, los aportes a la seguridad social en pensión, el reembolso de la retención en la fuente, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Prestó sus servicios como Médico General a favor de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda entre el 1º de julio de 2011 y el 30 de junio de 2012; al momento de vincularse fue remitido a la Asociación de Profesionales de la Salud, suscribiéndose un contrato de representación, el cual consistía en que Aprosalud lo representaría ante las entidades promotoras de salud, no obstante, ello solo tuvo como fin una intermediación laboral; el horario de trabajo que cumplía por turnos era diseñado por Comfamiliar Risaralda, prestando sus servicios mensualmente durante 208 horas, de las cuales 16 horas corresponden a trabajo suplementario; no fue afiliado a la seguridad social integral, pues era él quien cancelaba los respectivos aportes; los elementos de trabajo utilizados fueron suministrados por la Comfamiliar Risaralda; el 30 de junio de 2012 presentó carta de renuncia.

Al contestar la demanda –fls.72 a 86- la Asociación de Profesionales de la Salud –Aprosalud- aceptó que el señor Rojas Aguirre prestó sus servicios como médico general a favor de varias entidades prestadoras de salud en virtud al contrato de representación suscrito con esa entidad. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Falta de causa para demandar”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la obligación”, “Mala fe y temeridad”, “Prescripción” y “Compensación”.

Por su parte, la Caja de Compensación Familiar de Risaralda al dar respuesta al libelo introductorio –fls.121 a 145- manifestó que no eran ciertos o que no le constaban los hechos narrados por el actor. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de fondo que denominó "Inexistencia de la relación contractual laboral”, “Falta de causa para pedir”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la obligación”, “Compensación”, “Prescripción”, “Buena fe” y “Genéricas”. 

En sentencia de 28 de julio de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Fabio Andrés Rojas Aguirre decidió voluntariamente vincularse a Aprosalud cuando suscribió con esa entidad contrato de representación, situación ésta que lo llevó a prestar sus servicios como médico general a favor de varias entidades prestadoras del servicio de salud, entre ellas Comfamiliar Risaralda, en virtud al contrato de prestación de servicios suscrito en el año 2006 entre esas entidades, sin que entre el demandante y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda existiera una relación de índole laboral y en consecuencia, sin que Aprosalud haya actuado como una intermediaria laboral. Por tales motivos absolvió a las entidades accionadas de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, el señor Fabio Andrés Rojas Aguirre interpuso recurso de apelación reiterando que entre él y Comfamiliar Risaralda existió una relación de índole laboral en el que la Asociación de Profesionales de la Salud actuó como intermediaria; situación ésta que se encuentra debidamente demostrada en el proceso, pues se acreditaron los elementos constitutivos de un contrato de trabajo en los términos establecidos en el artículo 23 del C.S.T.

Igualmente sostuvo que en el Distrito Judicial de Cali en su Sala de Descongestión, hubo dos procesos que guardan completa similitud con el suyo, en los que se determinó que los médicos estuvieron vinculados bajo las condiciones de una relación laboral con la respectiva caja de compensación de ese sector del país, por lo que considera que esa misma situación es la que acontece en este caso.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes problemas jurídicos:

¿Puede la Caja de Compensación Familiar de Risaralda celebrar contratos de prestación de servicios con la Asociación de Profesionales de la Salud con el fin de cumplir funciones de la seguridad social en salud?

¿Existió entre el señor Fabio Andrés Rojas Hernández y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda un contrato de trabajo entre los extremos señalados en la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
LAS CAJAS DE COMPENSACION FAMILIAR 

Disponen los artículos 39 y siguientes de la ley 21 de 1982 que las Cajas de Compensación Familiar son personas jurídicas de derecho privado, sin ánimo de lucro, las cuales estarán organizadas como corporaciones conforme a lo estipulado en el Código Civil, con el fin de cumplir, entre otras, funciones de seguridad social.

Ahora bien, el artículo 16 de la ley 789 de 2002, adicionó las funciones contempladas en el artículo 41 de la ley 21 de 1982 y además, le permitió a estas entidades de derecho privado que las actividades relacionadas con sus servicios, entre ellas las de seguridad social, fueran ejecutadas directamente o mediante alianzas estratégicas con otras cajas de compensación o a través de entidades especializadas públicas o privadas.

En ese mismo sentido, es claro el inciso 2º del numeral 2º de la referenciada norma, el cual indica que las Cajas de Compensación Familiar están habilitadas para prestar servicios de salud y en general para desarrollar todas las actividades relacionadas con dicho campo, bien sea de manera individual y/o conjunta, siendo ello opcional para la caja.

LA TERCERIZACIÓN DEL TRABAJO EN COLOMBIA
Muchas han sido las figuras jurídicas mediante las cuales en Colombia se ha permitido que el beneficiario del trabajo de otros no sea su directo empleador. Así se percibe desde el mismo C.S.T. en figuras tales como la de los contratistas independientes (art. 34). Posteriormente la ley 79 de 1988, trajo la posibilidad de realizar obras o prestar servicios en favor de terceros por medio de cooperativas de trabajo asociado; a su vez la ley 50 de 1990 creó la figura de las empresas de servicios temporales; mientras que el contrato sindical previsto en el artículo 482 del C.S.T. fue revivido por el decreto 1429 de 2010 e integrado al D.U.R. 1072 de 2015.
Tales modelos de contratación, al ser autorizados por la ley resultan ajustados a derecho, siempre y cuando se cumpla con los requisitos previstos en la legislación para el efecto en la prestación de los servicios.

Cierto es que en muchas ocasiones se ha abusado de las posibilidades que ellos otorgan, con el propósito de evadir responsabilidades laborales, pero tal situación no puede conllevar a considerarlos indefectiblemente abusivos,  ilegales e inutilizables, pues la verdad es que en no pocas ocasiones, se constituyen en el modelo adecuado para poder generar empleo.

De allí que cada que se presenten situaciones que involucren trabajo personal en favor de personas diferentes a quien figure como empleador, corresponde al juez verificar las específicas condiciones en que el mismo se desarrolló, en orden a determinar su ajuste u oposición al régimen jurídico.

EL CASO CONCRETO

La Caja de Compensación Familiar de Risaralda “Comfamiliar” es una entidad de derecho privado organizada como corporación, destinada a cumplir funciones de seguridad social, la cual goza actualmente de personería jurídica, conferida por medio de la resolución Nº 2785 del 10 de octubre de 1957 del Ministerio de Justicia, pues así se desprende de la constancia emitida por la Superintendencia del Subsidio Familiar –fl.25-.

Así mismo, la Asociación de Profesionales de la Salud “Aprosalud” es una entidad de derecho privado, sin ánimo de lucro, constituida el 31 de enero de 2006 e inscrita ante la Cámara de Comercio de Pereira el 02 de marzo de la misma anualidad, según se observa en el certificado de existencia y representación expedido por dicha entidad –fls.16 a 18-; que tiene como objeto social la representación directa de los asociados en el desarrollo de sus intereses profesionales, entre otros; y para cumplir con ello, está facultada para suscribir contratos y convenios con empresas del sector público, privado o de carácter mixto.

De acuerdo a las características jurídicas de cada una de las dos entidades demandadas, es suficientemente claro que de conformidad con lo establecido en el artículo 16 de la ley 789 de 2002, la Caja de Compensación Familiar de Risaralda se encontraba completamente facultada para suscribir contratos o convenios con la Asociación de Profesionales de la Salud, con el fin de cumplir las funciones relacionadas con la seguridad social, pues tal y como se pudo apreciar, tanto con el certificado de existencia y representación de la Cámara de Comercio de Pereira como con todas las declaraciones recibidas a solicitud de las partes, Aprosalud es una organización en la que todos y cada uno de sus asociados son profesionales de la salud, es decir, que es un ente especializado única y exclusivamente en esa área del conocimiento, requisito éste indispensable para que se lleven a cabo los contratos de prestación de servicios entre ambas entidades.

Bajo esos parámetros Comfamiliar Risaralda determinó prestar los servicios de la seguridad social en salud de manera conjunta con una entidad privada sin ánimo de lucro, para lo cual puso a disposición de Aprosalud la Clínica de su propiedad, los equipos y herramientas necesarias para que los asociados de dicha entidad pudieran cumplir con la atención en el área de la salud, siendo ello completamente válido de conformidad con la normatividad relacionada con anterioridad.

Determinada, como se encuentra, la legalidad de los contratos o convenios celebrados entre la Caja de Compensación Familiar de Risaralda y la Asociación de Profesionales de la Salud, corresponde analizar si entre el señor Fabio Andrés Rojas Aguirre y Comfamiliar Risaralda se presentó un contrato de trabajo entre el 1º de julio de 2011 y el 30 de junio de 2012, como él lo afirma.

Al respecto se tiene probado dentro del proceso que la accionante prestó sus servicios personales como médico en la Clínica Comfamiliar de Risaralda entre las calendas señaladas, pues de ello da fe la certificación expedida el 16 de mayo de 2014 por la mencionada Asociación –fl.29-, por lo que opera a su favor la presunción establecida en el artículo 24 del C.S.T.

No obstante lo anterior y con el fin de desvirtuar la mencionada presunción, las entidades demandadas solicitaron que fueran escuchados los testimonios de los señores Juan Carlos Estrada Quintero, Juan Carlos Cobo Alvarado y las señoras Adriana Lucía Rendón Velásquez y Claudia Janeth Caicedo Castrillón, quienes como asociados de Aprosalud fueron coincidentes en manifestar que el coordinador de los servicios de salud de urgencias como asociado de esa entidad era el Dr. Juan Carlos Cobo Alvarado, quien en consenso con cada uno de los médicos, elaboraba los cuadros de turno; que esos turnos de servicios no podían ser fijados en los cuadros sin el consentimiento de los médicos, pues eran ellos mismos los que decidían cuando estaban disponibles, debido a que tenían compromisos personales y sobre todo profesionales con otras entidades; que cuando los profesionales de la salud no podía prestar sus servicios en el turno convenido por cualquier circunstancia o simplemente porque no quería hacerlo, lo único que debía de hacer era concertar con otro profesional para que lo reemplazara o informarle a Aprosalud para que copara con otro profesional el mencionado turno; que el personal de Comfamiliar Risaralda no se inmiscuía en las decisiones adoptadas por los profesionales de Aprosalud, al punto que no le eran aplicables los reglamentos de esa Caja de Compensación; manifestaron que las personas que se afiliaban a Aprosalud lo hacían porque no les resultaba atractivo vincularse directamente con Comfamiliar Risaralda, pues de hacerlo perdían su independencia y la posibilidad de prestar sus servicios en otras entidades y en consecuencia manejar libremente su tiempo, situación que corroboró el señor Juan Carlos Estrada Quintero –Secretario General de Comfamiliar- quien expresó que esa entidad para prestar los servicios de la seguridad social utiliza varias de las modalidades que les permite la Ley, pero que cuando el personal es contratado directamente suscribe una cláusula de exclusividad de la prestación del servicio a favor de la Caja de Compensación; finalmente informaron que Aprosalud como entidad especializada en la prestación de servicios de la seguridad social no solamente ha tenido el contrato con Comfamiliar Risaralda, sino que también ha hecho convenios con diferentes entidades de la región.
En cuanto a los implementos de trabajo como equipos, softwars, dotaciones y papelería, informaron que todos esos elementos pertenecen a la IPS Comfamiliar Risaralda, pues es el propio Ministerio de Salud quien exige que ellos pertenezcan a la entidad prestadora del servicio de salud, en consideración a que los equipos  deben estar debidamente calibrados, mientras que los demás elementos nombrados representan la identidad de Comfamiliar como IPS encargada de prestar servicios de salud a las diferentes EPS que contratan sus servicios, lo cual da pie a la necesidad de supervisar el cumplimiento de los protocolos de atención.

Expresaron también que las Historias Clínicas debían ser impresas en los equipos de propiedad de Comfamiliar Risaralda, ya que es la prestadora del servicio quien debe asegurar en su archivo esa información, como también lo exige el Ministerio de Salud.

Finalmente, las testigos que pertenecen a Aprosalud, indicaron que esa entidad no solamente ha realizado convenios con diferentes entidades para prestar servicios en el área de la salud, sino que también ha celebrado otro tipo de convenios con entidades privadas con el objeto de otorgar beneficios a todos sus asociados, consistentes en descuentos en productos, o como el que se tiene con el Banco Davivienda, quien les concede tasas preferenciales para solicitudes de crédito; pero que en todo caso el beneficio más grande que ellos tienen al estar afiliados como asociados es su propia independencia. 

En el anterior orden de ideas, resulta claro que en el presente caso se dio total cumplimiento a lo señalado en el artículo 16 de la ley 789 de 2002 y en ningún momento se desbordaron las disposiciones legales, pues realmente las entidades demandadas cumplieron cabalmente con lo allí dispuesto en orden a prestar los servicios de la seguridad social en salud de manera conjunta; dando cumplimiento también a los estándares de calidad en el manejo de los equipos de propiedad de la IPS, así como el correcto y adecuado diligenciamiento de las historias clínicas a cargo de Comfamiliar Risaralda como prestadora del servicios de salud, tal y como lo exige el Ministerio de Salud a través del Decreto 1011 de 2006 y la resolución 1995 de 1999; lo que lleva a concluir indefectiblemente que entre el señor Fabio Andrés Rojas Aguirre y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda no existió un contrato de trabajo entre el 1º de julio de 2011 y el 30 de junio de 2012 como lo determinó la a quo.
Es del caso manifestar, que al testimonio rendido por el señor Erick Helmonth Villalobos no se le puede dar el valor probatorio pretendido por la parte actora, pues si bien corroboró todo lo narrado en la demanda, al considerar que por el hecho de haberlo llevado en su carro a la Clínica Comfamiliar tenía conocimiento de la situación; la verdad es que ello en realidad no le brinda el conocimiento sobre la situación vivida por el actor, pues hasta el propio testigo más adelante en su intervención reveló que todo lo que sabía era porque el señor Fabio Andrés Rojas Aguirre se lo había contado por ser primo de su cónyuge. 
También resulta necesario expresar que la testigo Claudia Janeth Caicedo Castrillón expresó que ella antes de prestar sus servicios personales a favor de Comfamiliar Risaralda como asociada de Aprosalud, ya venía haciéndolo a través de una entidad denominada “Familia.com”, por lo que la apoderada judicial de la parte actora solicitó que dicha situación fuera evaluada respecto del señor Fabio Andrés Rojas Aguirre, sin embargo, ello no es posible, primero que todo porque no es la situación que vivió el demandante, como se corrobora en cada uno de los hechos de la demanda e igualmente porque ninguno de los testigos expresó que ese fuera el caso del actor, y adicionalmente porque en el expediente no obra prueba alguna que permita estudiar qué tipo de entidad es “Familia.com” y en ese aspecto determinar si cumple con los parámetros previstos en la normatividad relacionada en esta providencia, que le otorgue la facultad para prestar servicios en el área de salud con la IPS Comfamiliar.

Así las cosas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 28 de julio de 2015. 
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
        OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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